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RESUMEN 

 

 

 
Para desarrollar este resumen se ha tomado como referencia el expediente penal N° 

27325-2011 seguido contra Jaime Limaco Quispe por delitos de robo agravado, tenencia ilegal 

de armas de fuego y posesión indebida de drogas con presuntos fines de micro comercialización.  

 

Para este caso, conforme al anterior código adjetivo se notan dos etapas diferenciadas, la etapa 

de instrucción y la etapa de juicio oral. En la primera de las nombradas se aprecia que la 

denuncia fue formalizada por la Fiscalía Provincial de la jurisdicción ante el Juez Penal y en la 

segunda etapa, el enjuiciamiento y posterior condena, estuvo a cargo de la Sala Superior, siendo 

que respecto al recurso de nulidad planteado fue resuelto por la Sala Suprema. 

 

Como se verá en las siguientes páginas, se están denunciando varios delitos agravados, razón 

por la cual según la normativa vigente al momento de los hechos debía tramitarse como proceso 

ordinario. Aunque estos ilícitos penales fueron realizados por varios sujetos, el presente 

expediente solo está referido a un individuo pues los otros no pudieron ser identificados y menos 

aún capturados. 

 

Uno de los hechos punibles, esto es, el robo agravado ocurre en una cabina de internet en San 

Juan de Lurigancho cuando siete personas provistas de armas de fuego asaltan el comercio 

sustrayendo no solo el dinero de las ganancias del día, sino también las pertenencias de todos 

los clientes y empleados que ahí se encontraban, así como los equipos (monitores, pcs, 

televisores, etc.) que estaban en su interior; al percatarse de ello la policía por un llamado de 

auxilio, se apersonó una patrulla, cuyos efectivos tuvieron que enfrentarse a balazos con los 
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malhechores y es a mérito de la detención de uno de ellos, que además se descubre que entre 

sus prendas lleva oculto varios paquetitos de droga (PBC y marihuana). 

Como consecuencia de ello, se inicia todo el proceso con el sujeto detenido, desde las primeras 

diligencias a cargo de la comisaría, quienes emiten el atestado policial, la denuncia efectuada 

por el Fiscal Provincial Penal de la Jurisdicción y el Juez Penal de Turno que abre instrucción 

contra el imputado para posteriormente arribar a una sentencia condenatoria por el Colegiado 

Superior que es impugnada y absuelta por la Sala Suprema. 

 

En este resumen podemos advertir las ostensibles diferencias entre el ordenamiento anterior y 

el nuevo, pues en el nuevo sistema los plazos son más breves y además garantiza la protección 

de los derechos de las partes. Esto, sin duda implica una mejora en la administración de justicia, 

sin embargo ello, debe ir acompañado de una capacitación permanente de parte de los 

operadores de justicia, pues como sabemos el nuevo código se ha ido aplicando de manera 

progresiva por los distintos distritos judiciales de nuestro país y todavía no es aplicado como 

corresponde en todos ellos, en algunos casos por desconocimiento y en otros casos por falta de 

logística. 

 

 
 

PALABRAS CLAVES: Robo agravado, tenencia ilegal, delito agravado, Proceso 

Penal, Sentencia y Medios de Prueba. 
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ABSTRACT 

 

 
To develop this summary, the criminal file No. 27325-2011 followed against 

Jaime Limaco Quispe for crimes of aggravated robbery, illegal possession of firearms and 

illegal possession of drugs with alleged fines for micro-marketing has been taken as a 

reference. 

 

For this case, according to the previous adjective code, two differentiated stages are noted, 

the investigation stage and the oral trial stage. In the first of those named, it can be seen 

that the complaint was formalized by the Provincial Prosecutor's Office of the jurisdiction 

before the Criminal Judge and in the second stage, the prosecution and subsequent 

conviction, was in charge of the Superior Chamber, being that regarding the appeal of The 

nullity raised was resolved by the Supreme Court. 

 

As can be seen in the following pages, several aggravated crimes are being reported, 

which is why, according to the regulations in force at the time of the events, it must be 

processed as an ordinary process. Although these criminal offenses were carried out by 

several subjects, this file only refers to one individual since the others could not be 

identified and even less captured. 

 

One of the punishable acts, that is, the aggravated robbery occurs in an internet booth in 

San Juan de Lurigancho when seven people with firearms assault the store, stealing not 

only the money from the day's earnings, but also the belongings of all the clients and 

employees who were there, as well as the equipment (monitors, PCs, televisions, etc.) that 

were inside; When the police realized this through a call for help, a patrol appeared, whose 



  

troops had to face bullets with the criminals and it is due to the arrest of one of them, who 

also discovers that among his clothes he has hidden several drug packages (PBC and 

marijuana). 

 

As a consequence of this, the entire process begins with the detained subject, from the 

first steps in charge of the police station, who issue the police report, the complaint made 

by the Provincial Criminal Prosecutor of the Jurisdiction and the Shift Criminal Judge 

who opens instruction against the accused to later arrive at a conviction by the Superior 

Collegiate that is challenged and acquitted by the Supreme Court. 

 

In this summary we can see the obvious differences between the old and the new 

legislation, since in the new system the terms are shorter and it also guarantees the 

protection of the rights of the parties. This undoubtedly implies an improvement in the 

administration of justice, however, this must be accompanied by permanent training on the 

part of justice operators, since as we know the new code has been applied progressively by 

the different judicial districts of our country and it is still not applied properly in all of 

them, in some cases due to ignorance and in other cases due to lack of logistics. 

 

 

KEY WORDS: Aggravated robbery, illegal possession, aggravated crime, 

Criminal Process, Sentence and Evidence. 
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INTRODUCCIÓN 

    

Para este caso, conforme al anterior código adjetivo se notan dos etapas diferenciadas, la 

etapa de instrucción y la etapa de juicio oral. En la primera de las nombradas se aprecia que 

la denuncia fue formalizada por la Fiscalía Provincial de la jurisdicción ante el Juez Penal y 

en la segunda etapa, el enjuiciamiento y posterior condena, estuvo a cargo de la Sala Superior, 

siendo que respecto al recurso de nulidad planteado fue resuelto por la Sala Suprema. 

 

Uno de los hechos punibles, esto es, el robo agravado ocurre en una cabina de internet en San 

Juan de Lurigancho cuando siete personas provistas de armas de fuego asaltan el comercio 

sustrayendo no solo el dinero de las ganancias del día, sino también las pertenencias de todos 

los clientes y empleados que ahí se encontraban, así como los equipos (monitores, pcs, 

televisores, etc.) que estaban en su interior; al percatarse de ello la policía por un llamado de 

auxilio, se apersonó una patrulla, cuyos efectivos tuvieron que enfrentarse a balazos con los 

malhechores y es a mérito de la detención de uno de ellos, que además se descubre que entre 

sus prendas lleva oculto varios paquetitos de droga (PBC y marihuana). 

 

En este resumen podemos advertir las ostensibles diferencias entre el ordenamiento anterior 

y el nuevo, pues en el nuevo sistema los plazos son más breves y además garantiza la 

protección de los derechos de las partes. Esto, sin duda implica una mejora en la 

administración de justicia, sin embargo ello, debe ir acompañado de una capacitación 

permanente de parte de los operadores de justicia, pues como sabemos el nuevo código se ha 

ido aplicando de manera progresiva por los distintos distritos judiciales de nuestro país y 

todavía no es aplicado como corresponde en todos ellos, en algunos casos por 

desconocimiento y en otros casos por falta de logística. 



 

1. SÍNTESIS DE LOS HECHOS QUE MOTIVARON LA INVESTIGACIÓN 

POLICIAL 

 

El nueve de noviembre de dos mil once, a horas 21.50, mientras los miembros de la Unidad Policial 

del Escuadrón de Emergencias se encontraban patrullando por la jurisdicción de la comisaría de 

Huayrona, fueron alertados sobre un presunto asalto que se estaría llevando a cabo en una cabina 

de internet de la Urbanización Inca Manco Capac. 

Al llegar a la dirección indicada, pudieron visualizar a siete individuos con armas de fuego que al 

verlos, abrieron fuego contra ellos para tratar de huir. En el fuego cruzado lograron escabullirse 

seis de ellos en una couster blanca, pero se detuvo a uno que portaba un revolver marca pucará, 

quien se identificó como Jaime Limaco Quispe de veinticinco años, soltero, a quien se le encontró 

además del arma de fuego, varios sobres que contenían PBC y marihuana, los cuales 

aparentemente estarían listos para comercializar. 

Al efectuar la revisión del lugar, también se encontró una pistola marca Bersa de 9 mm, debajo de 

un auto de placa Z10-596, que estaba estacionado cerca al negocio, la cual había sido usada por 

los malechores para enfrentarse a la policía y abandonada. 

El administrador del local Joel Piero Mariño Pillaca, manifestó que efectivamente fueron siete 

sujetos los que ingresaron al negocio y con armas de fuego lo redujeron a él y a los doce clientes 

que al interior se encontraban, y que sustrajeron 32 monitores, un TV LCD de 32´´, que cargaron 

en una couster blanca que se estacionó en la puerta, además de las pertenencias personales de las 

víctimas (billeteras, celulares, etc.) y S/. 1,200 en efectivo.  

El detenido registraba antecedentes por robo agravado. Y cabe señalar que con fecha anterior se 

habían recibido denuncias similares de los propietarios o administradores de otros 

establecimientos dedicados a prestar servicios de internet que también señalaban haber sido 

víctimas de robo agravado. 
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1.1. INVESTIGACIÓN POLICIAL 

 

Como consecuencia de los hechos ilícitos conocidos y descritos la División de Investigación 

Criminal Este de San Juan de Miraflores, realizó las siguientes diligencias: 

a) Con ST 2381-2011 se solicitó exámenes periciales en lugar de los hechos. 

b) Con la notificación de detención de hizo de conocimiento del intervenido el motivo de su 

permanencia. 

c) Con oficio 4342-2011-DIRINCRI-PNP/JAIC-ESTE-DIVINCRI-SJL se comunicó a la Fiscalía la 

detención de Jaime Limaco Quispe. 

d) Con oficio 4344-2011-DIRINCRI-PNP/JAIC-ESTE-DIVINCRI-SJL se pidió el Reconocimiento 

Médico Legal del detenido. 

e) Con oficio 4345-2011-DIRINCRI-PNP/JAIC-ESTE-DIVINCRI-SJL se solicitó exámenes de 

absorción atómica, toxicológico, dosaje etílico, sarro ungueal del detenido. 

f) Con oficio 4368-2011-DIRINCRI-PNP/JAIC-ESTE-DIVINCRI-SJL se remitió hoja 94-11 para 

pesaje y análisis químico de las drogas comisadas. 

g) Con oficio 4378-2011-DIRINCRI-PNP/JAIC-ESTE-DIVINCRI-SJL se remitieron las dos armas 

de fuego. 

h)  Con oficio 4392-2011-DIRINCRI-PNP/JAIC-ESTE-DIVINCRI-SJL se solicitó a DISCAMEC 

información sobre las dos armas de fuego incautadas. 

i) Se recepcionaron los resultados del Instituto de Medicina Legal y del análisis químico de droga. 

j) Se realizó acta de registro personal e incautación de arma de fuego y comiso de droga y hallazgo 

y recojo de arma de fuego. 

k) Se obtuvieron los antecedentes policiales del detenido por el mismo delito. 

Luego de todo ello, la Dirección de Investigación Criminal de San Juan de Lurigancho, elaboró el 

Atestado N° 212-2011-DIRINCRI-PNP/JAIC-ESTE-DIVINCRI-SJL, concluyendo que el 

detenido Jaime Limaco Quispe podría ser autor del robo agravado con arma de fuego en banda) 

contra la cabina de internet de propiedad de Rebeca Chela Loyola Picoy; presunto autor de tenencia 

ilegal de arma de fuego (revólver) y de posesión indebida de droga PBC y marihuana para micro 

comercialización en agravio del Estado. Habiendo ocurrido el hecho el día 09 de noviembre de 

2011en la jurisdicción de San Juan de Lurigancho. 
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Que los coautores del hecho conocidos como “Luchito o Cachupin”, “Jorge o Viejo” y “Chapu” 

estaban no habidos y que Jaime Limaco Quispe se encontraba detenido, las armas incautadas así 

como la droga comisada fueron remitidas al laboratorio de la OFICRI. 

 

1.2. FORMALIZACIÓN DE LA DENUNCIA PENAL 

 

El Fiscal Provincial, a mérito de las investigaciones preliminares del Atestado Policial y demás 

recaudos, denunció a Jaime Limaco Quispe como presunto autor de los delitos referidos en el 

atestado, esgrimiendo como fundamentos fácticos, los hechos descritos en el atestado policial y 

como fundamentos de derecho los artículos 188° como tipo base concordante con el 189° inciso 

2, 3 y 4; y 279°, 298°, inciso 1 concordante con la primera parte del 299° del Código Penal; 

poniendo a disposición del Juzgado a Jaime Limaco Quispe en calidad de detenido. 

El representante del Ministerio Público ofreció como medios de prueba: las declaraciones 

instructiva del denunciado y preventiva de Rebeca Chela Loyola Picoy, la pericia química de la 

droga incautada, el resultado de las pericias practicadas al denunciado y a las armas de fuego, la 

declaración preventiva del procurador público y las demás diligencias pertinentes. 

También solicitó que se asegure el pago de la reparación civil correspondiente.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



  

 

2. FOTOCOPIA DE LA DENUNCIA 

 



15  

 



16  



  

3. FOTOCOPIA DEL AUTO QUE ABRE INSTRUCCIÓN 
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4. SÍNTESIS DE LA DECLARACIÓN INSTRUCTIVA  

 

En el Juzgado de Turno de Lima, el inculpado Jaime Limaco Quispe cumplió con rendir sus datos 

personales, manifestando ser  limeño, conviviente sin hijos, con estudios de secundaria incompleta, 

de oficio taxista que percibía treinta soles diarios, con domicilio en Calle Los Jazmines Manzana 

194, Lote 1, Grupo 20 Miguel Grau – Sector Huascar, Distrito de San Juan de Lurigancho. 

 

El imputado refiere que cuenta con antecedentes penales, judiciales y policiales, bebe licor 

eventualmente, no fuma, pero consume drogas de vez en cuando, es católico, mide 1.68cm, es 

robusto, ojos marrones, orejas grandes, labios gruesos, con cicatrices en la frente, al costado de la 

ceja izquierda, debajo del labio inferior y una serie de tatuajes en el pecho, brazo, antebrazo, mano, 

pierna y espalda. 

 

Manifestó su deseo de ser asesorado por el abogado Rosas Serrano Saavedra y estando a la carga 

procesal del Despacho, se suspendió la diligencia hasta el 13 de diciembre del mismo año, sin 

embargo al no encontrarse presente su abogado y no aceptar un abogado de oficio que lo asesore, 

nuevamente se suspendió hasta el 27 de diciembre, fecha en la que se exhortó al inculpado a 

contestar con la verdad las preguntas a formularse. 

 

Respecto a los hechos imputados en su contra, el imputado señaló que se consideraba culpable, 

dijo encontrarse conforme con la declaración brindada con antelación precisando que había 

efectuado un disparo al aire más no a los policías, también dijo que tenía un juicio por robo en el 

2008 pero fue absuelto, refirió que el día de los hechos salió con su enamorada y en eso un amigo 

lo llamó de una couster pidiéndole que lo acompañe a una cabina y cuando llegaron al lugar le dio 

un arma y le dijo que esperara ahí, sin poder decir nada; al llegar los policías comenzó a huir y 

como lo persiguieron arrojó el arma pero lo atraparon. 
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Manifestó que era la primera vez que portaba un arma, pues no tiene permiso para usarlas; que 

solo ha actuado como campana y que al ponerse nervioso cuando lo persiguieron empezó a 

disparar. Señaló que no se dedica a comercializar droga, que no consumió droga ese día y que 

tampoco tenía droga pero que los policías le obligaron a firmar que sí. 

Dijo que en ningún momento quiso matar a nadie, que no sabía cuántas balas tenía el arma, 

tampoco sabía quién consiguió las armas, que él solo había disparado al aire y luego huido pero 

no tenía testigos que corroboraran su dicho. Precisa que los policías le pusieron la droga y que le 

están haciendo mucho daño con esas afirmaciones porque él es inocente de todos los cargos. 

 

 

 



 

                                  5. PRINCIPALES PRUEBAS ACTUADAS  

 

5.1 Declaración Instructiva del procesado  
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5.2 Declaración Instructiva del procesado  
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          5.3 A DIRANDRO referencias por tráfico ilícito de frogas del procesado  
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          5.4 Certificado de antecedentes penales y policiales 

  

 

 

 



  

                                  6. FOTOCIPIA DE LOS SIGUIENTES RECAUDOS  
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                7.  SINTESIS DEL JUICIO ORAL  

 

Se llevó a cabo el juicio oral, con el Colegiado conformado por los Magistrados Jorge Alberto 

Egoavil Abad como Presidente, Walter Peña Bernaola y María Teresa Ynoñán Villanueva como 

vocales, estando presentes todas las partes para continuar el juicio oral. 

 

Estando a la situación jurídica del procesado y a que las partes no tenían nuevas pruebas que 

ofrecer se leyó la acusación fiscal, luego se tomaron los datos personales del acusado Jaime 

Limaco Quispe y dio lectura de la ley 28122 para el acusado tome conocimiento y preguntándole 

si se considera responsable de los delitos imputados y del pago de la reparación civil y si se 

acogería a la conclusión anticipada del juicio oral, respondiendo afirmativamente . 

 

La Sala a través del Director de debates consultó al abogado defensor del acusado si se encontraba 

conforme a lo que respondió que estaba conforme y en ese acto se prescindió de las declaraciones 

de los agraviados, así como de los testigos y la Sala declaró la conclusión anticipada del debate 

oral quedando la causa expedita para emitir sentencia. A continuación se hizo un breve intervalo 

y se dio lectura a la sentencia que condenó al acusado Jaime Limaco Quispe como autor del delito 

contra el patrimonio – robo agravado en agravio de Rebeca Chela Loyola Picoy y Yoel Piero 

Mariño Pillaca; y por delito contra la seguridad pública – tenencia ilegal de armas de fuego en 

agravio del Estado imponiéndole nueve años de privación de la libertad y el pago de una reparación 

ascendente a cinco mil quinientos soles a favor de doña Rebeca Chela Loyola Picoy, mil soles a 

favor de Yoel Piero Mariño Pillaca y mil soles a favor del Estado. 

 

  



  

                    8.  FOTOCOPIA DE LA SENTENCIA DE LA SALA PENAL SUPERIOR  
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                    9. FOTOCOPIA DE LA RESOLUCIÓN DE LA SALA SUPREMA  
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                    10. JURISPRUDENCIA 

 

R.N. 321-2011 - Amazonas  

“(…) 

Señala que el control de identidad solo procederá cuando se considere que resulte necesario para 

prevenir un delito u obtener información útil para la averiguación de un hecho punible, y debe 

previamente hacerse el requerimiento y las comprobaciones pertinentes en el lugar donde se 

encuentra la persona intervenida, asimismo precisó que las intervenciones corporales conocidas 

como pesquisas, solamente se podrán realizar si existe fundado motivo de que la persona 

intervenida pueda estar vinculada con un hecho delictuoso. De ser el caso la policía podrá 

registrarle su vestimenta, equipaje o vehículo, luego de lo cual tiene que levantar un acta donde se 

plasmen todos los datos relevantes de la intervención y dar cuenta inmediatamente al Ministerio 

Público. 

(…)” 

R.N. 1004-2013- Huánuco  

“(…) 

Que se debe señalar que el presente delito se consuma una vez sustraído el bien y apartado de la 

esfera patrimonial del agraviado; por ende los actos posteriores de traslación o transacción de los 

mismos no son típicos, pues de ser así este delito se consumaría a cada instante, como si fuera un 

delito permanente cuando es instantáneo; en consecuencia, los actos superiores se ubican en la fase 

de agotamiento del delito, de ahí que el hecho de que se encontraron en el domicilio del procesado, 

los bienes sustraídos, no convierte su conducta en típica. Si bien se indica que se le puede imputar 

el delito de receptación, en el expediente tampoco obran medios de prueba que acrediten en grado 

de certeza, que el procesado adquirió, recibió, escondió, vendió o ayudó a negociar un bien de 

cuya procedencia delictuosa tenía conocimiento o debía presumir que provenía de un delito, por 

lo que debe confirmarse la absolución. 

(…)”
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R.N. 3739-2013- Lambayeque 

“(…)  

Si bien el Juez penal es libre para obtener su convencimiento porque no está vinculado a reglas 

legales de la prueba y, entonces, puede también llegar a la convicción de la existencia del hecho 

delictivo y la participación del imputado, a través de a prueba indirecta (prueba indiciaria o prueba 

por indicios), será preciso empero que cuando ésta sea utilizada, quede debidamente explicitada 

en la resolución judicial. 

(…)” 

Casación N° 389-2014, San Martín. Sala Penal Permanente – Lima, 07 de octubre de 2015. 

“(…) 

El indubio pro reo no es un derecho subjetivo, Se trata de un principio de jerarquía constitucional 

cuyo fin es garantizar el cabal respeto del derecho fundamental a la libertad individual, sea para 

resguardar su plena vigencia, sea para restringirlo de la forma menos gravosa posible, en el 

correcto entendido de que tal restricción es siempre la excepción y nunca la regla´. Por lo tanto, su 

aplicación queda librada a la culminación del proceso penal correspondiente, lo que no ha ocurrido 

en el caso de autos. 

(…)” 

Casación N° 48-2010, Arequipa. Sala Penal Permanente. 

“El derecho a la prueba no es absoluto, por tanto, debe ser ejercido conforme a la norma procesal. 

Así la prueba debe ser ofrecida antes de la audiencia que se realice para desarrollar la actividad 

probatoria pues tiene que ser sometida a los principios que rigen las pruebas. Hacer lo contrario 

afectaría o limitaría el derecho de defensa de la otra parte quien no podría contradecir las pruebas. 

La discrepancia entre la opinión personal del impugnante con la labor axiológica del Juzgador no 

constituye ilogicidad de la motivación, aun cuando el razonamiento del Tribunal pueda ser 

discutible o poco convincente”



  

                     11. DOCTRINA 

 

 

EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD DE LAS PENAS: 

 

Exige que el establecimiento de las conminaciones penales y la imposición de las penas tengan 

una relación valorativa con el hecho delictivo contemplado en la globalidad de sus aspectos. 

 

Si se parte de una comprensión bipartita del delito que diferencia dogmáticamente el injusto y la 

culpabilidad no cabrá más que equiparar la responsabilidad por el hecho con la categoría de la 

culpabilidad, pues como lo sostiene la doctrina dominante, lo específico de la imposición de la 

pena frente a la medida de seguridad es la culpabilidad del autor. El límite de la pena exigida en el 

artículo VIII del Título Preliminar se reduciría pues, al juicio de culpabilidad mientras que el juicio 

de antijuricidad del hecho previo a la culpabilidad, no tendría por qué repercutir en la entidad de 

la pena. 

 

Desde esta comprensión se podría llegar a admitir situaciones reñidas con la idea de 

proporcionalidad, puesto que se atendería únicamente al límite ofrecido por la culpabilidad o 

responsabilidad, pero no al límite establecido por la gravedad del injusto. 

 

Los Parámetros de la Proporcionalidad: 

 

La necesidad racional de una relación de proporcionalidad entre la pena y el delito cometido no 

basta para conseguir que este principio tenga vigencia. Para hacer efectiva la vigencia del principio 

de proporcionalidad, se necesita determinar los parámetros de la proporcionalidad. La relación de 
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proporcionalidad se mantiene fundamentalmente entre el hecho y la pena, por lo que habrá que 

precisar cómo se determina la gravedad del hecho y cómo la gravedad de la pena1. 

 

PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL: 

 

Definición y alcances de la prescripción: 

La prescripción en el derecho sustantivo se define como el límite temporal que tiene el Estado para 

ejercer su poder penal cuando ha transcurrido el plazo de tiempo máximo establecido en la Ley 

sustantiva para el delito incriminado – pena abstracta -. En ese sentido, el Estado a través del 

Ministerio Público como titular exclusivo de la acción persecutoria y encargado de reclamar del 

órgano jurisdiccional la declaración del derecho en el acto que estima delictuoso y la 

determinación de la pena que debe aplicarse al imputado, renuncia o abdica a la persecución de un 

hecho punible en los casos que no procede ya la aplicación de la pena fuera de los límites 

temporales de la prescripción – a su pretensión punitiva – y el Poder Judicial a la ejecución de una 

sanción ya impuesta al autor de un hecho punible – prescripción de la pena -. 

 

El legislador al emitir la norma fija los límites jurídicos traducidos en el lapso de tiempo en el cual 

los delitos serán perseguibles y no deja éste a voluntad discrecional del órgano encargado de la 

persecución, lo que es necesario en un Estado de derecho donde la prescripción cumple una 

función de garantía fundamental de los ciudadanos frente a la actividad judicial y constituye una 

sanción a los órganos encargados de la persecución penal por el retraso en la ejecución de sus 

deberes. 

 
1 GARCÍA CAVERO, Percy (2012). “Derecho Penal – Parte General”, Jurista Editores - Segunda Edición, Lima. P. 179. 



  

           12. SINTESIS ANALÍTICA DEL TRÁMITE PROCESAL 

 

El nueve de noviembre de dos mil once, personal del escuadrón de emergencia de San Juan de 

Lurigancho, atendió un llamado que reportaba un asalto en curso en una cabina de internet que 

funciona en Av. Los Jardines Este 469, lo cual fue verificado por ellos al llegar al lugar indicado, 

percatándose que siete sujetos estaban cometiendo el ilícito con armas de fuego y sustrayendo los 

objetos robados en un ómnibus tipo couster, así como el dinero en efectivo de las víctimas que se 

encontraban al interior del local. 

Como consecuencia de la intervención policial se detuvo a Jaime Limaco Quispe, quien señaló 

tener veinticinco años de edad, de estado civil soltero, y portaba un arma de fuego (revolver marca 

Pucará calibre 38) y al registrársele se le encontró pasta básica de cocaína (0.5 gramos) y una 

bolsita conteniendo marihuana (3.8 gramos). 

El detenido ante el Fiscal reconoció haber participado en los hechos ilícitos denunciados. 

Con las diligencias preliminares contenidas en el atestado y demás recaudos, el Fiscal Provincial 

Penal de la jurisdicción denunció formalmente a Jaime Limaco Quispe como presunto autor de los 

delitos contra el patrimonio – robo agravado, en agravio de Rebeca Chela Loyola Picoy y contra 

la seguridad pública – tenecia ilegal de arma de fuego y contra la salud pública – tráfico ilícito de 

drogas – posesión indebida de drogas con presuntos fines de micro comercialización, en ambos 

casos en agravio del Estado, poniéndose a disposición del Juzgado al detenido. 

El Juez Penal abrió instrucción y dictó la medida coercitiva de detención ordenando embargo de 

los bienes del procesado para asegurar el pago de la reparación civil a los agraviados, en este caso 

la dueña del local de internet y el Estado. 

Posteriormente, emitidos el informe final y el dictamen fiscal concluyó la etapa de instrucción o 

investigación. 

El Fiscal Penal Superior de Lima formuló acusación contra Jaime Limaco Quispe únicamente por 

los delitos  de robo agravado en perjuicio de Rebeca Chela Loyola Picoy y Yoel Piero Mariño 

Pillaca; tenencia ilegal de armas de fuego en agravio del Estado, por los que solicitó una pena 

privativa de libertad de veinte años y el pago de una reparación civil de cinco mil quinientos soles 
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a favor de doña Rebeca Picoy y mil soles para el señor Mariño y mil soles para el Estado, sin 

perjuicio de devolver lo robado. 

 

Por su parte la Sala Penal, dispuso haber mérito para pasar a juicio oral por los dos delitos 

señalando audiencia para veintiséis de marzo, sin embargo fue suspendida, reprogramándose para 

el cuatro de abril de ese mismo año, luego de la cual el colegiado emitió sentencia condenando a 

Jaime Limaco Quispe como autor de ambos delitos, imponiéndole nueve años de privación de 

libertad y el pago de cinco mil quinientos para la señora Loyola, mil soles para el señor Mariño y 

mil soles para el Estado como reparación civil.  

  

Leída la sentencia el sentenciado manifestó encontrarse conforme con ella, sin embargo el 

Ministerio Público señaló no estar conforme e interpuso el recurso de nulidad respectivo, el cual 

fundamentó posteriormente por escrito. 

Concedido el recurso de nulidad, el Fiscal Supremo opinó porque se declarara la nulidad de la 

resolución recurrida únicamente en cuanto a la pena impuesta debiendo fijarse en diecisiete años 

y dos meses. 

La Sala Penal Permanente de la Corte Suprema luego de revisar los fundamentos del Ministerio 

Público, emitió pronunciamiento declarando haber nulidad en el extremo de la pena privativa de 

libertad de nueve años por los delitos imputados y reformándola impusieron quince años.



  

13. OPINIÓN ANALÍTICA DEL TRATAMIENTO DEL ASUNTO SUBMATERIA 

 

En este caso mi opinión, es que desde el principio se infería que la imputación efectuada respecto 

a la posesión de drogas para su presunta micro comercialización, no tenía mayor sustento, no solo 

por la cantidad encontrada en el detenido al efectuarse el registro personal respectivo, sino porque 

no existían otros elementos que coadyuvaran a sostener que dicho individuo se dedicaba a vender 

estupefacientes, dado que todos los medios de prueba acopiados durante la investigación estaban 

orientados a acreditar que era responsable del robo agravado, en la medida que fue perpetrado por 

más de dos personas, durante la noche y con uso de armas de fuego. 

Por otro lado, es pertinente señalar que el procesado cambió de versión pues si bien durante las 

investigaciones había reconocido su culpabilidad sobre el delito contra el patrimonio, 

posteriormente se declaró inocente e incluso pretendió hacer responsable a la policía de lo que le 

sucedía pues refirió que la droga se la sembraron los policías y que jamás les disparó pues era la 

primera vez que usaba un arma y que efectuó disparos al aire. 

Se puede apreciar de la revisión del expediente que existe una clara deficiencia de las Instituciones 

para brindar apoyo en las investigaciones, pues como se aprecia en el informe final del Juez Penal 

y en el Dictamen del Fiscal hubieron diligencias que no se llevaron a cabo, que resultan esenciales 

para la resolución de estos casos, como por ejemplo, los resultados de los exámenes practicados al 

procesado en la etapa de investigación, el certificado de antecedentes policiales, el reporte de 

migraciones, etc.  

También es pertinente señalar que si bien hoy con la aplicación del nuevo código procesal penal 

se advierte un proceso más garantista y sobre todo más célere, ello no implica necesariamente que 

las sentencias que se impongan sean las más adecuadas a los casos concretos, pues como es de 

público conocimiento se recurre a la medida excepcional de prisión preventiva para continuar con 

investigaciones para formular las acusaciones con posterioridad y en muchos casos, sin que se 

llegue a encontrar los elementos de convicción suficientes para llevar adelante un juicio, menos 

aún una condena. 

Respecto al caso particular la Sala Superior impuso una pena nueve años y esta fue incrementada 

en virtud al recurso impugnatorio del Fiscal Superior, bajo el argumento de que el procesado no 

había cumplido con los requisitos de la confesión sincera y que la pena no resultaba proporcional 
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a los delitos cometidos, sin embargo considero que ello no resuelve el problema planteado, esto 

es, la comisión de delitos contra el patrimonio o contra la seguridad pública, pues el sentenciado 

era solo uno de los siete individuos que cometió el delito y a los demás ni siquiera se les pudo 

identificar plenamente.



  

CONCLUSIONES 

 

- Se puede apreciar de la revisión del expediente que existe una clara deficiencia de las 

Instituciones para brindar apoyo en las investigaciones, pues como se aprecia en el 

informe final del Juez Penal y en el Dictamen del Fiscal hubo diligencias que no se 

llevaron a cabo, que resultan esenciales para la resolución de estos casos. 

 

- Respecto al caso particular la Sala Superior impuso una pena nueve años y esta fue 

incrementada en virtud al recurso impugnatorio del Fiscal Superior, bajo el argumento de 

que el procesado no había cumplido con los requisitos de la confesión sincera y que la 

pena no resultaba proporcional  a los delitos cometidos, sin embargo considero que ello 

no resuelve el problema planteado, esto es, la comisión de delitos contra el patrimonio o 

contra la seguridad pública, pues el sentenciado era solo uno de los siete individuos que 

cometió el delito y a los demás ni siquiera se les pudo identificar plenamente. 

 

- Es pertinente señalar que si bien hoy con la aplicación del nuevo código procesal penal 

se advierte un proceso más garantista y sobre todo más célere, ello no implica 

necesariamente que las sentencias que se impongan sean las más adecuadas a los casos 

concretos. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



  

 

RECOMENDACIONES 

 

- Es conveniente y necesario dotar a nuestra policía nacional no solo de la logística que 

requieren sino también de la tecnología de punta que permita una identificación plena 

de los malhechores y que tanto los Fiscales y Jueces sean más idóneos, conocedores 

de las normas y de su correcta aplicación para evitar incurrir en excesos o en 

omisiones al momento de procesar y sentenciar a los responsables . 

 

- Hubo diligencias que no se llevaron a cabo, las cuales no deben dejar de realizarse en 

este proceso porque resultan esenciales para la resolución de estos casos, como por 

ejemplo, los resultados de los exámenes practicados al procesado en la etapa de 

investigación, el certificado de antecedentes policiales, el reporte de migraciones, etc. 

 

-  
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